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Puntos clave: 

• España es un país con políticas de drogas innovadoras que, con la excepción de los clubes sociales de cannabis, 
son poco debatidas más allá de sus propias fronteras.

• El enfoque español puede ser mejor entendido si se analiza como un conjunto de comunidades autónomas 
ejerciendo sus poderes regionales para aplicar una política de drogas basada en principios de reducción de daños 
y un rechazo del enfoque prohibicionista.

• A lo largo de los años, algunas comunidades autónomas han podido traspasar los límites de las políticas de drogas 
vigentes, en ocasiones enfrentándose al gobierno central de Madrid, o sin contar con su aprobación expresa. Un 
enfoque subnacional que puede caracterizarse como “más vale pedir perdón que pedir permiso”.

• Si bien no todas las comunidades autónomas han adoptado medidas que se desvíen de la política nacional, y no 
todas las reformas innovadoras han sido rechazadas por el gobierno central, comunidades como Cataluña, el País 
Vasco y Andalucía han participado en procesos de implementación de políticas ‘de abajo arriba’.

• Además de los clubes sociales de cannabis, otras intervenciones subnacionales han incluido espacios de consumo 
seguro, tratamiento asistido con heroína, metadona ‘para llevar’, programas de sustitución de opiáceos e 
intercambio jeringuillas en prisiones, clínicas móviles de metadona y análisis de sustancias. 

• Las innovaciones políticas en España solo puede entenderse en el contexto de complejas dinámicas políticas a varios 
niveles, incluyendo lo que se puede considerar una decrim-light en lugar de una verdadera descriminalización, y 
el reciente giro de los clubes sociales de cannabis, que han pasado de ser considerados un ejemplo de innovación 
subnacional a sufrir una mayor inseguridad jurídica. 

• A diferencia de muchas partes del mundo, la discusión sobre mercados regulados para el cannabis recreativo en 
España precedió a la relacionada con el cannabis medicinal, aunque los usuarios terapéuticos podían acceder a 
la sustancia a través de los clubes sociales de cannabis.

• A nivel internacional, el gobierno español se ha reservado su opinión sobre los cambios políticos en otros países 
y ha sido criticado por la Junta Internacional de Fiscalización de Estupefacientes por ciertas innovaciones 
políticas propias.

• A pesar de ser poco discutido y difícil de entender debido al complejo panorama político y legal, es posible 
extraer algunas lecciones del enfoque subnacional español para la reforma de las políticas de drogas en otros 
contextos. Especialmente en países como Estados Unidos, que tienen una historia similar de estados que buscan 

reformas y que no cuentan con la aprobación del gobierno federal.
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1. INTRODUCCIÓN 

En los últimos años, el debate internacional 
sobre la reforma de las políticas de drogas se 
ha	intensificado	y	se	ha	producido	un	fructífero	
intercambio de información entre académicos, 
activistas y defensores de los diversos modelos 
y enfoques en los diferentes países. El modelo 
de descriminalización portugués es objeto de 
numerosos informes y artículos, la legalización 
del cannabis en algunos estados de Estados 
Unidos y Uruguay se estudia minuciosamente, 
el	 tratamiento	 asistido	 con	 heroína	 (TAH)	 en	
Suiza es discutido con asiduidad, y la política 
progresista sobre drogas de la República 
Checa ha sido muy aclamada. Menos atención 
internacional recibe España, un país con una 
mezcla curiosa de clubes sociales de cannabis, 
descriminalización de la posesión de drogas 
para el consumo personal, innovadoras 
intervenciones de reducción de daños y 
programas de análisis de sustancias, entre 
otros. Además, el país ocupa una posición 
geográfica	 clave	 como	 epicentro	 del	 tránsito	
de drogas en su camino hacia Europa desde 
América y África del Norte. Pese a ello, en 
los debates sobre políticas de drogas poco se 
sabe del enfoque español, a excepción del 
fenómeno de los clubes sociales de cannabis.

Este informe pretende contribuir a revertir el 
desconocimiento sobre este caso,  arrojando 
luz sobre sus particularidades para una 
audiencia internacional. Con tal objetivo, se 
comienza por describir el enfoque español, 
antes de plantear algunas hipótesis sobre 
los motivos por los que es mucho menos 
conocido que el de su vecino – Portugal. A 
continuación se realiza un recorrido por la 
historia de las políticas de drogas en España y 
por el desarrollo de este enfoque, pasando a 
analizar después algunos de los retos actuales 
que enfrenta España en esta materia. Por 
último, se tratará el impacto que la política de 
drogas española ha tenido en otros contextos, 
y cómo España es vista tanto por otros países 
como por los organismos de control de drogas 
de Naciones Unidas. 

Que las políticas de drogas españolas 
apenas hayan sido exploradas por expertos 
internacionales es un hecho comprensible 
por varios motivos. Se trata de un enfoque 
complicado y no es fácil de etiquetar, como 
puede suceder con el modelo portugués. Sin 
embargo, resulta de mucha utilidad indagar 
en las medidas innovadoras emprendidas por 
España. El sistema político español – con un 
gobierno central y comunidades autónomas 
– puede aportar algunas lecciones para la 
reforma de las políticas de drogas a nivel 
global, especialmente en aquellos contextos 
en los que las autoridades locales, estatales 
o regionales dispongan de un amplio poder 
de toma de decisiones en materias como la 
salud pública. En concreto, tal y como será 
abordado, existen multitud de similitudes 
entre los sistemas español y estadounidense: 
ambos han introducido reformas a sus políticas 
de drogas, siendo las comunidades autónomas 
y los estados, respectivamente, quienes 
han tomado la iniciativa ante la frecuente 
oposición del gobierno central o federal.

Algunas comunidades autónomas en España 
han sido capaces de empujar los límites 
de la reforma de las políticas de drogas, en 
ocasiones enfrentándose a la oposición del 
gobierno central de Madrid, en ocasiones 
sin su aprobación expresa. Describimos este 
planteamiento subnacional como “más vale 
pedir perdón que pedir permiso”.

Buena parte de este trabajo toma como base el 
informe sobre políticas de drogas en Cataluña 
publicado por Open Society Foundations en 
marzo de 2015 y escrito por nuestros colegas 
Òscar Parés y José Carlos Bouso.1 Este informe 
pretende complementar y actualizar aquel 
trabajo, y una lectura conjunta de ambos 
documentos resulta de gran interés.

Tal	vez	España	no	pueda	exportar	su	enfoque	
en materia de políticas de drogas con tanta 
facilidad	como	exporta	el	flamenco,	la	sangría	
o la tortilla, pero a lo largo de este informe 



A nivel autonómico también han tenido lugar 
otras intervenciones interesantes. Existen 
numerosas salas de consumo supervisado 
(SCS), que comenzaron a funcionar en Madrid 
y fueron proliferando en comunidades como 
Cataluña.4 Estos espacios ponen a disposición 
de los usuarios de drogas un lugar para consumir 
sustancias con instrumental esterilizado y 
bajo supervisión médica, y han demostrado 
su capacidad para reducir las muertes por 
sobredosis.5 Los usuarios pueden consumir 
heroína y se proporcionan jeringuillas estériles 
y otros instrumentos, existiendo asimismo 
espacios para fumar crack en los que se 
facilitan pipas (algo que no proveen todas las 
SCS del mundo). A diferencia de lo que sucede 
con otras reformas, el gobierno central ha 
apoyado este enfoque.

Andalucía y Cataluña han realizado ensayos 
de	 tratamiento	 asistido	 con	 heroína	 (TAH),	
utilizando heroína inyectable en Andalucía6, 
y con heroína administrada oralmente en 
Cataluña.7 En otras partes de España existe 
un modelo de ‘llevar a  casa’ la metadona, 
en el que se anima a las personas usuarias de 
heroína a llevarse la metadona con ellas, en 
vez de consumirla en el mismo lugar en que se 
dispensa  -tal y como sucede en la mayor parte 
de países que autorizan metadona.8 España es, 
además, uno de los veinte países que permiten 
tratamientos sustitutivos con opiáceos como la 
metadona para su población reclusa, y es uno 
de los siete países que permiten programas 
con jeringuillas en prisión.9 También	 existen	
clínicas móviles de metadona y programas 
ambulatorios de uso de sustancias, a los que se 
puede acceder sin derivación previa desde la 
atención primaria.10

Las comunidades autónomas también han sido 
pioneras en materia de reducción de riesgos y 
análisis de sustancias para usuarios de drogas. 
Energy	Control	–	fundada	en	Barcelona	en	1997	y	
que actualmente presta servicios en Cataluña, 
Madrid, Andalucía y las Islas Baleares – es 
una ONG que permite a los individuos enviar 

encontraremos valiosos aprendizajes para 
los defensores de la reforma las políticas de 
drogas en otras partes del mundo.

2. EL ENFOQUE SUBNACIONAL EN ESPAÑA
Para describir de la mejor manera el abordaje 
español de las políticas de drogas hemos 
de hablar de cómo ciertas comunidades 
autónomas ejercen sus competencias 
regionales (poderes que son discutidos en la 
sección 3) en la búsqueda de una política de 
drogas innovadora basada en los principios 
de la reducción de daños y en el rechazo a 
la prohibición. Se caracteriza además porque 
algunas comunidades han tomado la iniciativa 
a un nivel subnacional en esta materia, sin 
tener necesariamente la aprobación expresa 
del gobierno central de Madrid y, por tanto, 
operando en ocasiones en una zona gris en 
términos legales.2 La actitud de “más vale 
pedir perdón que permiso” es con frecuencia 
una parte del planteamiento subnacional en 
España: tanto determinados cargos públicos 
como los defensores de la reforma se sienten 
alentados a promover una política legalmente 
arriesgada - que podría ser bloqueada más 
tarde en los tribunales por el gobierno de 
Madrid- antes que pedir permiso y que les sea 
denegado de antemano.

No todas las comunidades autónomas han 
adoptado este planteamiento de buscar una 
política en materia de drogas separada de la 
nacional, ni todas las reformas innovadoras 
han sido rechazadas por Madrid, pero esta 
dinámica sí ha aparecido en comunidades 
como Cataluña, el País Vasco y Andalucía, 
entre otras, en referencia a diferentes asuntos 
relativos a las políticas de drogas.

El ejemplo más famoso es el de los clubes 
sociales de cannabis (CSCs)3, que sacan partido 
de un conjunto de vacíos legales que permiten 
el uso y distribución de cannabis bajo ciertas 
circunstancias, a pesar de su prohibición por 
parte del gobierno central. 
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muestras de sustancias para ser analizadas, 
tras lo que informan a quien envió la muestra 
del contenido de la misma.11	Ai	Laket!,	Hegoak	
y Consumo ConCiencia – con sede en el País 
Vasco, Navarra y Zaragoza, respectivamente – 
llevan a cabo un trabajo similar.12

Se ha de destacar que no todos los 
planteamientos innovadores en políticas 
de drogas han sido rechazados por el 
gobierno central; al contrario, algunos han 
sido respaldados e incluso defendidos ante 
Naciones Unidas, tal y como se expondrá más 
adelante. Pese a ello, gran parte de la reforma 
en materia de políticas de drogas tiene lugar, 
en primera instancia, a nivel subnacional, y 
se lleva a cabo con frecuencia sin recibir el 
apoyo expreso del gobierno central –desde 
luego, no en los primeros pasos de la reforma 
y, en muchas ocasiones, en ningún momento 
del proceso.

Estas medidas innovadoras plantean la 
siguiente pregunta: ¿por qué el caso de España 
es tan desconocido más allá de sus fronteras, 
teniendo en cuenta que aquí se están 
desarrollando innovaciones tan interesantes 
en materia de políticas de drogas? Dejando 
a un lado consideraciones como el idioma, o 
la relativamente reciente democratización e 
internacionalización de la sociedad española 
(España	vivió	bajo	una	dictadura	hasta	finales	
de	la	década	de	1970),	consideramos	que	esta	
falta de conocimiento se debe, principalmente, 
a dos razones.

La primera es que, si bien el enfoque 
español en relación a la descriminalización 
es comparable a la ampliamente celebrada 
propuesta portuguesa (a pesar de que el 
cambio legal portugués fue concebido junto 
con un paquete completo de servicios de 
asistencia), es una perspectiva que podría ser 
descrita como decrim-light. Es cierto que el 
consumo y la posesión de drogas para el uso 
personal no dan lugar a sanciones penales. 
De hecho, esta ha sido la situación durante 

décadas – incluso bajo la dictadura franquista. 
Por tanto, España nunca experimentó un 
proceso de descriminalización que fuera fruto 
de una decisión política: el uso de drogas y 
la tenencia de pequeñas cantidades siempre 
ha estado libre de sanciones penales, lo que 
significa	 que	 España	 tiene	 una	 política	 de	
descriminalización en el sentido estricto del 
término. Sin embargo, a partir del año 1992, 
el uso y la posesión de drogas en espacios 
públicos se castiga con severas sanciones 
administrativas, que se han endurecido desde 
2015 y que hacen del consumo y la tenencia de 
sustancias en espacios públicos sea arriesgado. 
Por lo tanto, se trata más bien de una versión 
aguada de la descriminalización, de una 
decrim-light.

El segundo motivo por el que el caso español es 
tan desconocido es porque, tal y como se señaló 
anteriormente, muchas de las innovaciones 
en el campo de las políticas de drogas han 
tenido lugar contra la voluntad o sin el apoyo 
del gobierno central, no gracias a él. Además, 
con frecuencia han ocurrido únicamente a 
nivel subnacional, con contadas regiones al 
frente del proceso, y como consecuencia 
de los esfuerzos coordinados de los actores 
locales o de la sociedad civil. Mientras que la 
descriminalización en Portugal fue un proceso 
“de arriba a abajo”, liderado por el gobierno 
central, en España han sido las comunidades 
autónomas quienes han guiado el proceso de 
la innovación en políticas de drogas. Cataluña 
y el País Vasco son los ejemplos más claros 
de esto. En consecuencia, muchos de los 
avances tienen lugar a un nivel subnacional 
en el que las comunidades autónomas están  
traspasando los límites de lo que es legal y 
aceptable para el gobierno central y bajo la 
Constitución. El proceso “de abajo a arriba” 
que involucra a las autoridades locales y/o 
regionales y a los actores reformistas de la 
sociedad civil también puede ser una razón por 
la que el proceso de reforma es relativamente 
desconocido y  difícil de seguir para quienes 
observan el país desde fuera. 



5

Esto no quiere decir que lo que ha sucedido 
en España a un nivel subnacional sea único. 
Al contrario, los procesos “de abajo a arriba” 
han tenido lugar en otros países europeos y 
en los Estados Unidos. Muchos servicios de 
reducción de daños en Europa comenzaron 
en las ciudades, a pesar de que los gobiernos 
centrales no los respaldasen.13 Lo mismo se 
puede	 afirmar	 del	 modelo	 de	 coffee-shop 
holandés. Muchas de estas políticas han sido 
apoyadas por los gobiernos nacionales con 
posterioridad. En las ciudades alemanas existen 
programas	de	jeringuillas	desde	1984,	pero	solo	
se legalizaron en 1992. En los Estados Unidos, el 
cannabis medicinal se legalizó por primera vez 
en 1996 en California, pero no fue hasta 2014 
cuando el Congreso votó para permitir a los 
estados implementar sus leyes sobre cannabis 
medicinal sin interferencia federal.14 

Los procesos más pioneros en materia de 
políticas de drogas han de ser ubicados en su 
contexto, no solo en lo que concierne al limbo 
legal que antes se mencionó, sino también en 
lo relativo a las históricas tensiones de poder 
entre estos dos niveles de gobierno. No es 
sorprendente que las comunidades autónomas 
que más han estirado los límites de las políticas 
de drogas sean las regiones con una posición 
más autonomista o independentista. En otras 
palabras, el hecho de que el País Vasco y 
Cataluña desafíen al gobierno en este ámbito 
debe ser visto bajo el prisma de las batallas 
casi constantes entre el gobierno central y 
estas comunidades autónomas en numerosas 
cuestiones. Un claro ejemplo de ello ha sido 
el	 conflicto	 alrededor	 del	 referéndum	 sobre	
la independencia de Cataluña en octubre de 
2017.15 Este factor también explica por qué 
este enfoque no ha sido “exportado” del mismo 
modo que lo ha sido el modelo portugués, a 
excepción de los clubes de cannabis – de los que 
hablaremos más adelante. Los representantes 
internacionales de España forman parte del 
gobierno central y no son siempre proclives a 
ensalzar las virtudes de lo que llevan a cabo 
las comunidades autónomas.

3. LAS POLÍTICAS DE DROGAS EN ESPAÑA 

Entender las políticas de drogas en España 
implica necesariamente comprender el 
sistema político español y qué asuntos 
competen a cada nivel de gobierno. España es 
un estado descentralizado, en el que gobiernos 
de diferentes entidades subnacionales 
(oficialmente	 llamadas	 comunidades	
autónomas) han ganado autonomía creciente 
y poderes en la toma de decisiones desde la 
transición	democrática	iniciada	a	finales	de	la	
década	de	1970.	Este	es	el	caso	de	numerosas	
áreas relacionadas con las políticas de drogas, 
especialmente de los ámbitos relativos a la 
salud pública y al bienestar social.16 

No obstante, el gobierno central se reserva 
la competencia principal en las materias de 
legislación penal, sistema judicial y seguridad 
pública (a pesar de la creación de fuerzas 
policiales de índole regional). Esto incluye 
la capacidad para reformar el Código Penal, 
el cual regula las actividades relacionadas 
con las sustancias controladas. La legislación 
relativa a productos farmacéuticos es también 
competencia del gobierno central (lo que 
incluye aquellos productos relacionados con 
sustancias estupefacientes y psicotrópicas). 17 

Esta distribución de competencias implica que 
los asuntos en materia de drogas pueden ser 
objeto de acuerdo o de tensión en función 
del sentimiento ideológico de cada nivel 
de gobierno y de su posición respecto a los 
diferentes asuntos. Asimismo, la cuestión de 
las drogas puede englobarse dentro de una 
tensión más general entre el gobierno central y 
los regionales por el ejercicio de competencias 
específicas.

Tradicionalmente,	los	dos	principales	partidos	
políticos (el Partido Popular y el Partido 
Socialista) han destacado su consenso en 
materia de drogas a nivel nacional. Es cierto 
que ambos partidos han mantenido una 
línea	 política	 similar,	 al	 menos	 desde	 1988	
en adelante, y los matices que separan sus 
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políticas de drogas han sido mínimos; ambos 
han promovido o tolerado las salas de consumo 
de sustancias, los tratamientos sustitutivos 
con opiáceos y programas de intercambio de 
jeringuillas.18 Parece que también han estado 
de acuerdo en no abrir la caja de Pandora de 
la regulación del cannabis.

Las críticas y demandas procedentes de la 
sociedad civil a favor de la reforma han sido 
desiguales. Evidentemente, ésta se articula de 
diversas maneras y, tal como sucede en tantos 
otros contextos, en España encontramos 
organizaciones sociales con diverso grado de 
formalización, y tanto prohibicionistas o pro-
status quo como reformistas. Las organizaciones 
dedicadas al tratamiento más consolidadas 
han sido habitualmente reacias a promover 
reformas de las políticas de drogas en un 
sentido menos prohibicionista, y no suelen ser 
críticas con la estrategia del gobierno central. 
Esto podría deberse, en parte, al hecho de que 
la mayoría de las organizaciones que trabajan 
en prevención, tratamiento y reducción de 
daños	reciben	financiación	del	gobierno	y	han	
sido	cautelosas	a	la	hora	de	desafiar	“la	mano	
que les da de comer”. Sin embargo, muchas 
otras organizaciones reformistas, tal y como  
se verá, han jugado un papel crucial en la 
promoción de cambios políticos, y buena parte 
de la reforma en políticas de drogas española 
se debe también a la participación de una 
sociedad civil activa. 

Este consenso político y social ya no es tan 
evidente, siendo la sociedad civil cada vez más 
crítica y más tajante a la hora de demandar 
un cambio de rumbo. La ruptura del sistema 
bipartidista en España (que comenzó con el 
movimiento conocido como “los indignados” 
del 15-M) ha supuesto un cambio de escenario 
político difícil de imaginar solo unos años 
antes. Existen ahora nuevos partidos políticos, 
como Podemos y Ciudadanos, que cuentan 
con millones de votantes y han adoptado 
posiciones más abiertas respecto al consumo 
de drogas y abrazado propuestas de regulación 

de los mercados de drogas. Por ejemplo, 
Podemos apoya la regulación integral del 
cannabis y Ciudadanos ha propuesto debatir 
en el Congreso sobre cannabis medicinal. 
Por consiguiente, los dos partidos políticos 
tradicionales se encuentran ahora bajo un 
mayor escrutinio y su “consenso” en políticas 
de drogas está siendo puesto en cuestión por 
primera vez desde los años ochenta.

En el poder desde 2011 y hasta la moción 
de	 censura	 que	 puso	 fin	 a	 su	 mandato	 en	
junio	 de	 2018,	 el	 gobierno	 del	 conservador	
Partido Popular (PP) liderado por Mariano 
Rajoy situó al Dr. Francisco Babín a la cabeza 
del PNSD (Plan Nacional sobre Drogas, el 
organismo responsable de las políticas de 
drogas en el gobierno central). Babín ha 
sido extremadamente reticente a introducir 
cualquier clase de reforma y ha obstaculizado 
con frecuencia todo tipo de debates sobre las 
diferentes opciones políticas en esta materia. 
Asimismo, el poder judicial, incluyendo al 
Tribunal	Constitucional	y	al	Tribunal	Supremo	
(lo más alto de la jerarquía judicial española), 
ha	modificado	su	posición	en	lo	relativo	a	los	
clubes sociales de cannabis, adoptando posturas 
más restrictivas. Debido a que el gobierno 
central conserva tanto el poder en materia de 
política exterior como la representación en 
los organismos internacionales de control de 
drogas, es fácil deducir que la narrativa acerca 
de las políticas de drogas de los delegados 
españoles ha sido tradicionalmente aquella 
propuesta por el gobierno central y el PNSD.

Los debates actuales en torno a la reforma de las 
políticas de drogas tienen lugar principalmente 
en el contexto de las asambleas legislativas, 
tanto en los parlamentos autonómicos como en 
el Congreso de los Diputados en Madrid. Durante 
su gobierno, el PP, a través del PNSD presidido 
por el Dr. Babín, ignoró sistemáticamente 
estos debates e incluso llegó a acusar a ciertos 
actores de la sociedad civil de ser un ‘lobby 
cannábico’	 financiado	 por	 fuerzas	 oscuras	 de	
la industria del cannabis.19 Dicho gobierno 
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continuó	financiando	esencialmente	a	aquellas	
iniciativas, organizaciones y eventos que se 
alinean con una visión política prohibicionista.20 

Tanto	la	evidencia	científica	acerca	del	potencial	
terapéutico del cannabis, por un lado, como los 
beneficios	potenciales	de	una	reforma	política,	
por el otro (ya sea un marco regulatorio para las 
asociaciones de cannabis, o una regulación más 
amplia de los mercados de cannabis), fueron 
ignorados o rechazados.

4. LA EVOLUCIÓN DEL ENFOQUE 
SUBNACIONAL
Las problemáticas vinculadas a las drogas 
adquirieron una mayor relevancia en la esfera 
pública	 durante	 la	 década	 de	 1980,	 en	 gran	
medida debido a la alarma social generada por el 
aumento del uso de la heroína por vía inyectada 
y de la asociación entre drogas y criminalidad, 
vínculo muy subrayado por el discurso público en 
ese momento.21 A pesar de un enfoque nacional 
genuino en relación con el uso de sustancias, las 
políticas españolas sobre drogas no quedaron al 
margen de la homogeneización experimentada 
desde los inicios del sistema internacional de 
control	de	drogas,	especialmente	desde	la	firma	
de la Convención Única sobre Estupefacientes 
de Naciones Unidas de 1961.

España es un Estado parte de las tres convenciones 
internacionales de control de drogas,22 en 
cuyas negociaciones tomó parte y las cuales 
ratificó	 poco	 después	 de	 que	 fuesen	 firmadas	
definitivamente.	 La	 estructura	 institucional	
nacional en materia de drogas empezó a tomar 
forma	a	finales	de	la	década	de	196023, cuando 
las leyes que debían cumplir con las obligaciones 
internacionales de las convenciones de 1961 y 
1971	 fueron	 aprobadas:	 la	 Ley	 17/1967,	 sobre	
estupefacientes	y	el	Real	Decreto	2829/1977,	de	
regulación de sustancias psicotrópicas.24

Pese a todo, el paso más importante en la creación 
de la infraestructura institucional tuvo lugar en 
1984,	cuando	el	gobierno	socialista	presidido	por	
Felipe González aceptó la propuesta del Congreso 

de establecer el Plan Nacional sobre Drogas.25 
Establecido	 formalmente	 en	 1985,	 el	 PNSD	 se	
concibió como una entidad fundada tanto en 
la administración del gobierno central como en 
las comunidades autónomas, y bajo el control 
del Ministerio de Sanidad o del Ministerio del 
Interior, dependiendo del enfoque predominante 
en cada momento.26

Desde entonces, la Delegación del Gobierno 
para el PNSD ha coordinado y encabezado 
todas las áreas de la política de drogas en 
España, a pesar de que, dada su pertenencia al 
Ministerio de Salud, se centra principalmente 
en políticas de reducción de la demanda, 
prevención, tratamiento, rehabilitación, 
y programas de reducción de daños. Los 
programas de reducción de la oferta están 
vinculados a los organismos operativos 
encargados de la ‘guerra contra las drogas’, 
que se hallan, en su mayoría, bajo jurisdicción 
del Ministerio del Interior, a pesar de que 
agencias pertenecientes a otros ministerios 
también participan.27 

La implementación del PNSD marcó el comienzo 
de una estrategia coordinada a nivel nacional 
para la intervención en problemáticas sociales 
y de salud relacionadas con el uso de drogas, 
algo que, hasta el momento, había sido escaso 
y disperso.28 El escenario en el que esto tomó 
forma se caracterizaba por un aumento del 
tráfico	de	drogas	–	especialmente	de	heroína	y	
cocaína-,	la	falta	de	datos	estadísticos	fiables	
acerca	del	uso	y	del	perfil	de	 los	usuarios	de	
drogas, y la centralidad de la heroína como 
la sustancia que generaba el mayor impacto 
social y sanitario (impacto estrechamente 
relacionado con el incremento del uso 
intravenoso	 y	 de	 las	 tasas	 de	 VIH).	 De	 este	
modo, el enfoque sobre drogas que se adoptó 
en este primer momento se ha descrito como 
“heroinocéntrico”, un rasgo que persistiría por 
mucho tiempo, y que dominaría el modo en 
que la sociedad española y su clase política 
pensarían y responderían a las cuestiones 
relacionadas con las drogas.29
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Con la evolución de los patrones de consumo 
de drogas en España, que ha implicado, 
fundamentalmente, un descenso en el consumo 
de heroína por vía intravenosa y una expansión 
del uso de drogas sintéticas en contextos de ocio 
nocturno, las políticas centradas en el control 
de la demanda también han evolucionado. 
Dentro de esta evolución, la gran transferencia 
de competencias desde el gobierno central 
a las comunidades autónomas ha sido una 
tendencia	 importante.	 Esto	 significa	 que	 las	
intervenciones en políticas de drogas han variado 
significativamente	 de	 una	 comunidad	 a	 otra.30  
El	 Artículo	 148	 de	 la	 Constitución	 española	
establece que las comunidades autónomas 
podrán asumir poderes en materias como salud, 
higiene y asistencia social, bajo las cuales recae 
la prevención, el tratamiento y la reinserción de 
los usuarios de drogas.31 Por ello, el poder del 
gobierno central (Ministerio de Sanidad) se ha 
visto restringido a las campañas de prevención 
y promoción de la salud, o a iniciativas en el 
marco de los ámbitos educativos y laborales. 

5.  DECRIM-LIGHT Y LAS 
CONTRADICCIONES DE LA POLÍTICA DE 
DROGAS ESPAÑOLA

La legislación penal española prohíbe un amplio 
abanico de conductas relacionadas con el uso 
de sustancias controladas, pero ni el mero 
consumo ni la tenencia de drogas para uso 
personal constituyen infracciones penales. En 
este sentido, la legislación española se desmarca 
de la obligación recogida en el Artículo 3.2 de la 
Convención	de	1988	sobre	Tráfico	Ilícito,	al	hacer	
uso de una cláusula que permite cierto nivel de 
discrecionalidad a los Estados “a reserva de sus 
principios constitucionales y de los conceptos 
fundamentales de su ordenamiento jurídico”, 
en	lo	que	concierne	a	la	tipificación	como	delitos	
penales la posesión, adquisición o el cultivo de 
sustancias	 fiscalizadas	 para	 uso	 personal.32 En 
España nunca ha tenido lugar un proceso de 
descriminalización del uso personal porque 
nunca ha estado criminalizado, ni siquiera 
durante el período de la dictadura franquista.

La reforma del Código Penal que se introdujo 
en	1971	no	clarificó	si	el	consumo	y	la	posesión	
para uso personal estaban penalizados. 
En	 1975,	 el	 Tribunal	 Supremo	 abordó	 esta	
cuestión, concluyendo que tan solo la posesión 
con	intención	de	tráfico	era	sancionable	por	vía	
penal. Dado que esta situación de incertidumbre 
fue criticada por ciertos expertos en la materia 
por no respetar los principios de legalidad y 
seguridad	 jurídica,	 la	 Ley	 Orgánica	 8/1983	
(que reformó el Código Penal) evitó claramente 
tipificar	 como	 delito	 la	 posesión	 para	 uso	
personal. El gobierno socialista, recientemente 
elegido en aquel momento, fue muy criticado 
por esta ley, tanto por parte de la oposición 
como por parte de la comunidad internacional. 
En	 1988	 se	 formuló	 una	 nueva	 reforma	 del	
Código Penal siguiendo los borradores de la 
Convención de Naciones Unidas contra el 
Tráfico	Ilícito	de	1988,	que	endureció	las	penas	
e introdujo nuevos agravantes para las penas 
previstas. Pero el consumo y la posesión para 
el uso personal continuaron estando libres de 
sanciones penales.33 

Este enfoque liberal en el ámbito penal contrasta 
con una regulación administrativa estricta, con 
altos índices de aplicación y con un alto coste 
económico para los individuos aprehendidos, 
lo	 que	 significa	 que	 la	 descriminalización	 en	
el caso español no es tan nítida como en el 
portugués, aproximándose más a una decrim-
light que a una verdadera descriminalización 
de las drogas. La aprobación, a principios de 
la década de los noventa, de la Ley 1/1992 de 
Seguridad Ciudadana estableció infracciones 
administrativas severas para el uso de drogas 
que tuviera lugar en espacios públicos, tales 
como calles, plazas, parques o bares, así como 
para la posesión (en dichos espacios) aunque 
no	estuviese	destinada	al	tráfico	–no	obstante,	
no constituían una infracción penal. Estas 
acciones se castigaban con multas de entre 300 
y 30.000 euros y la incautación de las drogas y 
de los instrumentos para su uso. No obstante, 
las personas sancionadas podían optar por 
acogerse a programas de desintoxicación para 
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que se suspendieran sus multas. Es importante 
señalar de nuevo que el consumo en sí nunca 
ha sido considerado una infracción dentro de 
la legislación española, a menos que tuviese 
lugar en espacios públicos.34

La	 ley	 de	 1992	 no	 era	 específicamente	 una	
ley sobre drogas, o, mejor dicho, no era 
solamente una ley sobre drogas. Regulaba 
numerosos aspectos relacionados con la 
seguridad pública y su motivación principal era 
lidiar con la llamada kale borroka – un término 
utilizado generalmente para referirse a la 
violencia callejera perpetrada por militantes 
o simpatizantes de la izquierda abertzale y 
ETA,	 conformada	 en	 su	 mayoría	 por	 jóvenes	
de País Vasco y Navarra. Sin embargo, esta 
ley tuvo dos consecuencias importantes 
para el surgimiento del futuro modelo de los 
clubes sociales de cannabis. En primer lugar, 
convirtió los espacios públicos en  hostiles 
para los usuarios de cannabis, obligándoles 
a consumir en espacios privados. En segundo 
lugar, disparó las primeras protestas contra lo 
que se percibió como una injerencia en la vida 
de los consumidores. Esto supuso el comienzo 
del movimiento social de los usuarios de 
cannabis, que culminaría años después con el 
florecimiento	del	modelo	de	clubes.35 

Las sanciones administrativas se endurecieron 
todavía más cuando, en 2015, el gobierno 
conservador	de	Mariano	Rajoy	modificó	la	Ley	
1/1992 al aprobar la nueva Ley Orgánica 4/2015 
de Protección de la seguridad ciudadana. 
Conocida popularmente como la ‘Ley Mordaza’ 
debido al enfoque regresivo que impone 
en lo tocante al ejercicio de los derechos y 
libertades fundamentales, esta nueva ley 
introduce	además	modificaciones	importantes	
con respecto a las normas administrativas que 
regulan las sustancias ilícitas, haciéndolas 
significativamente	 más	 estrictas.	 Entre	 las	
medidas que implican un paradigma más 
represivo están el duplicar la multa mínima 
por consumo o posesión de drogas en espacios 
públicos (de 300 a 601 euros), la retirada 

de la posibilidad de sustituir la multa por 
un programa de desintoxicación (excepto 
para menores) y una multa por el cultivo de 
cannabis para uso personal ‘en lugares visibles 
al público’ (entre 601 y 30.000 euros).36 

Algunos estudios han evidenciado la estrecha 
conexión que existe entre las crisis económicas 
en España y el incremento de las sanciones 
administrativas, adoptadas en aras de ejercer 
un mayor control social sobre las poblaciones 
más vulnerables (aquellas que más consumen en 
los espacios públicos) y motivado en gran parte 
por una mayor necesidad de recaudar fondos 
para	cubrir	el	déficit	de	las	arcas	públicas	en	
tiempos económicamente difíciles.37

En 2015, las multas relacionadas con drogas y 
conducción también se vieron incrementadas. 
España es un claro ejemplo de cómo las 
políticas de drogas pueden endurecerse por 
medio de una vía tangencial, como es el 
caso	de	 las	 leyes	 de	 tráfico	 y	 circulación.	 La	
legislación vial establece multas de 1.000 
euros y la pérdida de 6 puntos del carnet de 
conducir – la pérdida de 12 puntos comporta 
la retirada del permiso – si un conductor da 
positivo en un test de drogas (en el caso de 
muchas drogas, pero especialmente en el caso 
del cannabis, obtener un resultado positivo no 
significa	 necesariamente	 que	 la	 persona	 esté	
conduciendo bajo los efectos de la sustancia).38 

El carácter severo de estas multas tiene también 
su análogo en un enfoque riguroso hacia el 
tráfico	 de	 drogas.	 Las	 penas	 por	 venta	 de	
drogas van desde los seis meses a los dieciocho 
años de cárcel, y se reservan las penas más 
duras para los supuestos que impliquen crimen 
organizado, violencia y muertes.39 España 
tiene el mayor número de mujeres presas en 
la Unión Europea, la mayoría de las cuales 
se hallan en prisión por delitos relacionados 
con drogas.40 La población carcelaria general 
en España también ha aumentado en un 25% 
desde 2000.41 Según un informe de 2016, 
España tiene un 32% más de población reclusa 
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que la media de los países europeos.42 Esta 
situación corrió un grave riesgo de empeorar 
cuando el gobierno de Mariano Rajoy inició el 
proceso para aumentar el número de delitos 
a los que se les podría imponer una pena de 
prisión permanente.43 Los casos de drogas 
no estuvieron en el centro de estos debates, 
pero la historia nos muestra que cuando los 
políticos hacen demagogia con la criminalidad, 
los delitos relacionados con las drogas nunca 
quedan muy lejos de la agenda. 

La venta de drogas constituye de facto un 
delito penal, según el Código Penal español. 
Sin embargo, y en virtud de la jurisprudencia 
del	 Tribunal	 Supremo,	 la	 compra	 y	 venta	 de	
pequeñas cantidades de droga para consumo 
compartido están exentas de sanciones 
penales, según la práctica diaria de la policía 
y de la judicatura. Esta exención es la que ha 
otorgado protección legal y ha propiciado la 
existencia y la expansión de los clubes sociales 
de cannabis (CSC).44  

La llamada “Doctrina del consumo compartido” 
empezó	 a	 ser	 desarrollada	 por	 el	 Tribunal	
Supremo	 a	 principios	 de	 la	 década	 de	 1980.	
Deriva del período de las altas tasas de 
consumo de heroína que golpeaba a España 
en aquel momento y la crisis sanitaria y social 
asociadas, que desbordaron el sistema judicial 
con casos relacionados con heroína en los que 
estaban implicados, por ejemplo, las madres 
de los consumidores o los mismos consumidores 
por la compra de pequeñas cantidades para su 
distribución entre compañeros o miembros de 
la familia. En virtud del Código Penal español, 
estas personas debían ser procesadas por un 
delito	de	tráfico	de	drogas,	 lo	que	resultó	en	
una gran cantidad de personas condenadas a un 
número desproporcionado de años en prisión. 
Como	 consecuencia,	 el	 Tribunal	 Supremo	
empezó a aplicar esta doctrina según la cual 
ninguna sanción penal sería aplicada a estos 
individuos siempre y cuando concurrieran 
una serie de circunstancias o condiciones: 
tendría que tratarse de un grupo cerrado e 

identificable	de	usuarios	de	drogas,	ninguno	de	
los	individuos	implicados	podría	sacar	beneficio	
de la distribución, y las drogas debían ser 
distribuidas para un consumo inmediato.45 

6. CLUBES SOCIALES DE CANNABIS: DE 
LA INNOVACIÓN SUBNACIONAL AL LIMBO 
LEGAL   

Tal	 y	 como	 se	 mencionó	 anteriormente,	 el	
debate sobre drogas en España se centró durante 
años en las problemáticas relacionadas con la 
heroína y la reducción de daños para los usuarios 
de drogas inyectables, pero recientemente el 
cannabis ha monopolizado casi por completo los 
debates en torno a esta materia. Al principio, el 
cannabis como cuestión política surgió debido 
a la rápida expansión de los CSC a partir de 
mediados de la década de los 2000: hablar 
sobre cannabis equivalía a hablar sobre clubes. 
Por tanto, las primeras discusiones acerca de 
la regulación del cannabis en España se hacían 
en relación al uso recreativo, y no médico – al 
contrario de lo que ha sucedido en la mayor 
parte de países -. En un primer momento, los 
usuarios terapéuticos encontraron en los CSC 
un espacio en el que podían obtener cannabis 
y aprender acerca de sus usos médicos. Pero 
los intentos de regular el cannabis medicinal 
fuera del entorno del club no llegarían hasta 
más tarde, en particular gracias a la aparición 
de grupos bien organizados de usuarios 
terapéuticos de cannabis.

Desde entonces, los debates públicos alrededor del 
cannabis – ya sean sobre cannabis medicinal, los 
CSC	o	sobre	la	regulación	integral	-	han	confluido,	
no necesariamente de un modo coordinado, 
desde los ámbitos activistas y académicos hacia 
la arena política, y han conducido a la redacción y 
adopción de propuestas de regulación exhaustiva, 
tales como ‘Los 5 pilares de una regulación integral 
del cannabis’46, o la propuesta de regulación del 
Grupo de Estudio de Políticas sobre el Cannabis 
(GEPCA).47 Algunas de estas iniciativas han 
tenido éxito abriéndose camino en los debates 
parlamentarios	 y,	 desde	 principios	 de	 2018,	 se	
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han venido produciendo una gran variedad de 
discusiones en los Parlamentos autonómicos y en 
el Congreso de los Diputados. Simultáneamente, 
está teniendo lugar una actividad judicial intensa 
que empieza a restringir las operaciones de los 
clubes de cannabis, especialmente en las esferas 
del	Tribunal	Supremo	y	el	Tribunal	Constitucional.

Los clubes de cannabis y las tensiones 
gubernamentales.

El término CSC abarca, en la práctica, diferentes 
realidades dentro del contexto español. No 
obstante, estas organizaciones comparten 
varias características comunes: se trata de 
asociaciones de usuarios de cannabis constituidas 
y registradas legalmente, sin ánimo de lucro,  de 
consumidores previos y adultos que se organizan 
para cultivar cannabis de manera colectiva para 
cubrir sus necesidades personales.48 Los CSC son 
una alternativa concebida desde la sociedad civil 
para dar respuesta unas políticas que persiguen a 
los usuarios y cultivadores de cannabis, realidad 
que tiene lugar a pesar de que el consumo no 
está perseguido penalmente y solamente es 
sancionado por vía administrativa si tiene lugar 
en espacios públicos.49 De este modo, los usuarios 
se organizan para abastecerse de cannabis 
sin recurrir al mercado negro mediante la 
autogestión del proceso completo de producción 
y distribución. Estas asociaciones encontraron 
una guía en el informe que la Junta de Andalucía 
solicitó a un grupo de juristas, conocido como el 
Informe Muñoz y Soto.50 Publicado en 2001, este 
informe	 aplicó	 la	 jurisprudencia	 del	 Tribunal	
Supremo en materia de consumo compartido a 
la distribución de cannabis, concluyendo que, si 
se cumplían una serie de requisitos, existía un 
espacio para consumir y distribuir cannabis sin 
quebrantar la ley. 

Desde	 finales	 de	 la	 década	 de	 los	 2000,	
en muchas partes de España, una parte 
significativa	 de	 los	 usuarios	 de	 cannabis	
han elegido este tipo de asociación como 
el modo preferente para obtener una 
provisión regular de cannabis.51 Si bien los 

usuarios terapéuticos también han recurrido 
a los CSC, es importante enfatizar que este 
es un modelo pensado, en un principio y 
especialmente, para el consumo recreativo, 
y no tanto el terapéutico. El desarrollo y las 
características particulares de los CSC en 
las diferentes comunidades autónomas y la 
variable apertura de miras y voluntad de los 
decisores políticos han llevado a respuestas 
dispares en los diferentes niveles de gobierno, 
así como a diferentes resoluciones judiciales. 
Al tratarse de una iniciativa surgida de la 
sociedad civil, la política pública sobre 
los CSC ha sido más bien la reacción de las 
autoridades a su existencia, una reacción que 
ha	fluctuado	entre	la	represión,	la	tolerancia	
y las propuestas de regulación, dependiendo 
del momento y del nivel gubernamental y 
judicial considerado.

Si cabe más importante que las reacciones 
políticas ha sido el papel desempeñado por 
los tribunales, quienes han desarrollado la 
jurisprudencia que terminó legitimando y 
consolidando una suerte de limbo legal o 
zona gris que permitió a los clubes prosperar. 
Durante la década de 2000, la mayoría de 
los CSC en los que las fuerzas de seguridad 
realizaron redadas acabaron por ser 
absueltos en los tribunales o sus casos fueron 
archivados. El grueso de las sentencias que 
las Audiencias Provinciales emitieron a lo 
largo de dicho período estableció una especie 
de “jurisprudencia menor”, pues la amplia 
mayoría de sentencias concluyeron que los CSC 
no violaban el Código Penal siempre y cuando 
concurrieran determinadas condiciones – entre 
ellas, la certeza de que no existiera riesgo 
de distribución del cannabis a terceros, más 
allá del grupo de personas que integraban la 
asociación y controlaban el cultivo.52 En base 
a dicha jurisprudencia, los CSC comenzaron a 
prosperar por todo el país, y las estimaciones 
sugieren que a mediados de la década de 
2010 su número superó el millar en toda 
España.53 Asimismo, estas decisiones judiciales 
proporcionaron un fundamento al desarrollo 



12

de las propuestas de regulación por parte 
de las autoridades regionales y municipales, 
al	 menos	 hasta	 que	 la	 doctrina	 del	 Tribunal	
Supremo	 y	 el	Tribunal	 Constitucional	 empezó	
a ir en otra dirección – tal y como se explicará 
más adelante.

La gestión política de los CSC y los intentos de 
regulación a nivel regional han constituido otro 
elemento de fricción entre las comunidades 
autónomas y el gobierno central en Madrid durante 
el	gobierno	del	PP.	La	tensión	fluctuó	entre	dos	
discursos opuestos: el enfoque anti-legalización y 
favorable al status quo defendido por el PNSD54, y 
las iniciativas en pro de la regulación procedentes 
de la sociedad civil, entre las que se cuentan el 
activismo cannábico vinculado a los CSC así como 
grupos de investigación, juristas y académicos 
de alto nivel, cuyas voces han sido escuchadas 
por parte de algunos representantes políticos 
regionales y locales.  

Más aún, ciertas tensiones emanan del hecho de 
que las actividades y el funcionamiento de los 
CSC caen bajo la jurisdicción de los tres niveles 
de gobierno. El gobierno central conserva la 
capacidad de reformar el Código Penal, que 
regula el cultivo, procesamiento o transporte de 
sustancias controladas, e incluso la posesión para 
determinados usos. Las comunidades autónomas 
disfrutan de capacidad decisoria en materias 
de salud pública y asistencia social, bajo las 
cuales se dan buena parte de las intervenciones 
relacionadas con las drogas (incluidas las 
que conciernen a los CSC). Las autoridades 
municipales son responsables de emitir los 
permisos necesarios para abrir las instalaciones 
de los CSC, y regulan las condiciones para su 
funcionamiento en lo relativo a su localización, 
higiene u horarios de apertura y cierre, entre 
otros. No es de extrañar, por tanto, que las 
autoridades regionales y municipales hayan  
estado más abiertas a explorar vías de regulación 
de estos espacios, pues son los niveles inferiores 
de la administración quienes lidian con los retos 
cotidianos que presentan la existencia de los CSC 
y la falta de regulación.

Estas tensiones se hicieron muy evidentes en 
2013 cuando, a instancias del PNSD, la Fiscalía 
General del Estado emitió la instrucción 
2/2013, que advertía a las fuerzas de seguridad 
sobre la proliferación de los clubes y sobre la 
necesidad de perseguirlos y clausurarlos.55 
Además, esta instrucción ordenaba a los 
oficiales	 perseguir	 a	 los	 CSC	 por	 el	 delito	 de	
asociación ilícita, un delito penal que puede 
ser juzgado en primera instancia por las 
Audiencias Provinciales y, por consiguiente, en 
segunda	instancia	por	el	Tribunal	Supremo.	De	
este modo era posible llevar a los CSC ante 
el	 Tribunal	 Supremo,	 cuyos	 magistrados	 son	
en parte designados por el gobierno central y 
el Congreso de los Diputados y, por lo tanto, 
suelen estar más inclinados a posicionarse a 
favor del gobierno y de la Fiscalía General 
del Estado. A pesar de ello, la instrucción fue 
recibida de diversas maneras en función de la 
comunidad autónoma y de las prioridades de las 
fuerzas policiales de cada región. Decenas de 
CSC fueron clausurados y sus administradores 
enviados a los tribunales.56 Un buen número 
de casos relacionados con CSC se recurrieron 
ante	el	Tribunal	Supremo,	que	emitió	en	2015	
una serie de sentencias (a tenor de los casos 
de	 Ebers,	 Three	 Monkeys	 y	 Pannagh)	 que	
reinterpretaban las implicaciones del consumo 
y el cultivo compartido.57 La llamada ‘doctrina 
Ebers’ procede de la sentencia de dicho caso 
y	 refleja	 el	 giro	 del	 Tribunal	 Supremo	 en	 lo	
relativo a los CSC. Esta sentencia establece 
que los clubes cannábicos no pueden ser 
considerados una forma de autoconsumo y sus 
actividades son ilegales: cualquier intento de 
suministrar cannabis para usos no autorizados, 
que vaya más allá de la producción para uso 
personal es un delito, tanto si tiene afán de 
lucro	 como	 si	 no.	 La	 conclusión	 del	 Tribunal	
Supremo es que la actividad de la asociación 
crea un riesgo de distribución y uso por parte 
de terceros real y tangible. 58  

Mientras este giro en el criterio interpretativo 
de los tribunales superiores tenía lugar, 
los gobiernos y parlamentos autonómicos 
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continuaron optimizando la zona legal difusa 
en	 la	 que	 los	 clubes	 seguían	 operando.	 Tres	
comunidades autónomas han mantenido 
importantes debates parlamentarios sobre 
el asunto de los CSC, con diferencias en el 
procedimiento y en los resultados. El País 
Vasco, Cataluña y Navarra son regiones con una 
larga historia de autogobierno y pioneras en la 
regulación de cuestiones que hasta el momento 
permanecían en manos del gobierno central. 
Además, el País Vasco y Cataluña son los 
territorios con el mayor número de asociaciones 
cannábicas y, durante largos períodos, han sido 
gobernadas por fuerzas políticas nacionalistas 
(el Partido Nacionalista Vasco y Convergencia 
Democrática de Cataluña). Sus parlamentos se 
han manifestado públicamente a favor de la 
regulación de los CSC y han abierto espacios 
para debatir la regulación del cannabis.

Sin embargo, el gobierno central de Rajoy y el 
delegado del PNSD durante este período  se 
mostraron abiertamente en contra de la regulación 
de los CSC, dando pasos en la dirección contraria: 
recurrieron estas legislaciones regionales 
ante	 el	 Tribunal	 Constitucional	 ‘conflicto	 de	
competencias’,	y	presionaron	al	Tribunal	Supremo	
para	que	confirmase	su	ilegalidad.59 

El País Vasco fue la primera región en abordar 
el fenómeno de los CSC en su parlamento 
autonómico. Durante más de dos años (2012-
2014) el Parlamento vasco reunió a un comité, 
que incluía representación de todos los grupos 
políticos, y en el que los representantes 
escucharon la opinión de unos sesenta expertos 
en la materia, procedentes del ámbito legal, 
sanitario, judicial y político. El objetivo fue 
adoptar un informe consensuado que fue 
entregado	al	gobierno,	con	el	fin	de	considerar	
una posible regulación de las actividades de 
los CSC. El informe concluyó que era necesario 
un marco legislativo que ofreciese garantías 
y seguridad legal a los clubes sociales de 
cannabis.60 El gobierno del País Vasco tomó 
en cuenta esta recomendación, e incluyó un 
Artículo	 (83)	 en	 la	 Ley	 Regional	 de	Atención	

Integral de Adicciones y Drogodependencias 
de 2016, en el que instaba a tomar medidas 
normativas para las “entidades de personas 
consumidoras de cannabis”.61 El gobierno 
central recurrió este epígrafe en particular 
ante	 el	 Tribunal	 Constitucional,	 quien	 emitió	
su	decisión	en	marzo	de	2018.	El	alto	Tribunal	
concluyó que el artículo en cuestión está en 
consonancia con la Constitución en la medida 
en que no regula dichas entidades, sino que se 
limita	a	afirmar	que	 los	CSC	deben	colaborar	
con las autoridades sanitarias. Según esta 
interpretación, la legislación vasca es válida 
en	tanto	que	no	interfiere	en	las	competencias	
del gobierno central (tales como la legislación 
penal, productos farmacéuticos o seguridad 
ciudadana).62

El proceso en País Vasco se prolongó durante 
varios años. En cambio el de Navarra arrancó 
más tarde, pero terminó antes. En Navarra 
fueron los activistas cannábicos quienes 
condujeron el proceso, que involucró a un 
amplio espectro de la sociedad civil navarra, 
terminando por concretarse en una iniciativa 
legislativa popular (ILP) destinada a regular 
los CSC. De este proceso surgió un partido 
político (Representación Cannábica Navarra 
–RCN),	 que	 recogió	 más	 de	 10.000	 firmas	
en	 apoyo	 a	 la	 iniciativa.	 Tras	 ser	 admitida	 a	
trámite y debatida en sede parlamentaria, el 
Parlamento de Navarra aprobó en noviembre 
de 2014 una ley foral que regulaba los CSC 
– con el apoyo y votos de todas las fuerzas 
políticas, a excepción del Partido Popular.63 
Por primera vez fue aprobada en el Estado una 
ley autonómica que regulaba las actividades 
de las asociaciones de usuarios de cannabis.64 
A pesar de todo, la alegría entre los activistas 
cannábicos fue moderada, en la medida en 
que la ley carecía de elementos clave para una 
regulación integral de las actividades de los 
CSC – tales como el cultivo o el transporte de 
cannabis – aun cuando éstas no fueron incluidas 
para no afectar al ámbito de competencias 
del gobierno central. Poco después, en marzo 
de 2015, el Abogado del Estado presentó un 
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recurso de inconstitucionalidad contra la 
totalidad	de	la	ley	foral	en	base	a	un	conflicto	
de competencias. Por este motivo, dicha ley 
fue suspendida, en espera de la decisión del 
Tribunal	 Constitucional,	 que	 se	 pronunció	
finalmente	en	diciembre	de	2017.	La	decisión	
establecía que el parlamento navarro se 
había extralimitado en sus competencias y 
bloqueó la Ley Foral 24/2014, declarándola 
inconstitucional.65 

Este precedente deja poco margen para el 
optimismo respecto a lo que pueda suceder en el 
caso de la ley catalana de asociaciones de personas 
usuarias de cannabis, que está todavía pendiente 
de	 la	 decisión	 del	 Tribunal	 Constitucional.	 En	
este caso, el gobierno central decidió presentar 
un recurso de inconstitucionalidad basado en 
la “violación de las competencias del gobierno 
central”	 y	 en	 diciembre	 de	 2017	 el	 Tribunal	
Constitucional aceptó examinar el caso.66 El 
camino catalán se inició en 2012, cuando el 
Parlament decidió abrir un espacio para la 
discusión política sobre el cannabis, implicando 
a un amplio conjunto de actores, incluyendo 
los organismos gubernamentales implicados en 
la gestión del fenómeno de los CSC (justicia, 
policía local) y el Fiscal General del Estado, así 
como representantes de los clubes miembros de 
las dos federaciones de CSC catalanas (CatFAC 
y FEDCAC).67 Este proceso culminó casi tres 
años después, en 2015, con la adopción de la 
Resolución	 Parlamentaria	 SLT/32/2015,	 que	
establece los criterios en materia de salud pública 
para orientar a las asociaciones cannábicas y sus 
clubes sociales y las condiciones del ejercicio 
de su actividad para los ayuntamientos de 
Cataluña.68	A	pesar	del	bajo	perfil	jurídico	de	este	
documento (es una resolución no vinculante), 
tuvo una gran importancia simbólica porque, por 
primera vez, los CSC fueron reconocidos como 
entidades legítimas a las que debería concederse 
un lugar como interlocutores en el camino a la 
regulación. El Abogado del Estado recurrió la 
Resolución	y	el	Tribunal	Superior	de	Justicia	de	
Cataluña	 (TSJC)	 acabó	 por	 anularla	 en	 2017,	
alegando cuestiones de procedimiento.

Mientras estos acontecimientos tenían lugar, otro 
proceso paralelo se encontraba en un estadio ya 
avanzado. La ILP “La Rosa Verda” inició su camino 
con	 el	 fin	 de	movilizar	 a	 la	 sociedad	 catalana	
y avanzar en la regulación las asociaciones de 
usuarios de cannabis.69 Involucrando a multitud 
de colectivos de activistas cannábicos, juristas 
y defensores de la reforma de las políticas de 
drogas, y bajo el paraguas del Observatorio 
Civil de Drogas, la iniciativa consiguió recoger 
56.000	firmas	de	apoyo	(tan	solo	en	Cataluña).70 
Tras	 un	 constructivo	 debate	 y	 el	 testimonio	
de expertos nacionales e internacionales, el 
Parlament	aprobó	 la	 ley	en	junio	de	2017,	con	
la única oposición del Partido Popular y de 
un político independiente.71 Pese a que fue 
concebido pensando esencialmente en el uso 
recreativo, el texto de la ley también menciona 
el uso terapéutico como una de las razones para 
asociarse a una de estas entidades.

Nuevamente, el gobierno central decidió 
presentar un recurso de inconstitucionalidad 
a esta norma basado en la “injerencia en 
las competencias del gobierno central” y en 
diciembre	 de	 2017	 el	 Tribunal	 Constitucional	
aceptó examinar el caso, dejando la ley en 
suspenso. No obstante, durante los cuatro meses 
en los que estuvo en vigor, esta ley fue la primera 
y única normativa en toda Europa que regulaba 
el cultivo y el transporte de cannabis para uso 
recreativo y medicinal.72	La	decisión	del	Tribunal	
Constitucional en Navarra deja poco margen 
para el optimismo. Pero estos tres procesos 
regionales han tenido sin duda consecuencias 
muy positivas – una suerte de efecto dominó 
– dado que, desde entonces, la gran mayoría 
de parlamentos autonómicos han aprobado 
Proposiciones no de Ley (PNL) para examinar la 
cuestión de la regulación del cannabis.73

De este modo, quedaron establecidos dos 
nuevos principios básicos relativos a los 
CSC	 por	 parte	 de	 los	 Tribunales	 superiores	
españoles: su actividad es considerada criminal 
y los parlamentos autonómicos no tienen 
competencias para regularlos.74
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En este momento, la cuestión crucial es la 
siguiente: la zona legal gris que permitió a los 
CSC	florecer	 y	 a	 los	 parlamentos	 autonómicos	
aprobar leyes que los regularan, ¿ha desaparecido 
por completo hasta el punto de que los CSC son 
ahora claramente ilegales, o todavía existe un 
cierto margen de maniobra? De acuerdo con la 
opinión de reconocidos expertos en la materia, 
los CSC que operen de manera análoga a como lo 
hacían aquellos que han sido procesados por el 
Tribunal	Supremo	podrían	estar	incurriendo	en	
un delito. Sin embargo, sus actividades podrían 
no ser consideradas criminales si su situación 
diverge de aquella que presentaban los casos 
juzgados.75 La salvedad está en que, a pesar de 
estas decisiones judiciales, el cierre de CSC no 
ha sido una prioridad para las fuerzas y cuerpos 
de seguridad. Además, pese a las sentencias del 
Tribunal	Constitucional	y	del	Tribunal	Supremo,	
algunos juzgados de instancias inferiores 
continúan manteniendo enfoques más liberales 
y han continuado absolviendo a diversas 
asociaciones cannábicas tras estas decisiones - 
lo que parece permitir una cierta libertad de 
acción a los CSC.76 No obstante, este margen 
aparece como más probable en aquellos casos en 
los	que	las	asociaciones	son	significativamente	
diferentes y de menor tamaño que aquellas que 
fueron	juzgadas	por	los	Tribunales	superiores.

A pesar de este devenir, el camino judicial 
no parece que vaya a dar muchos más frutos 
para los clubes. Parece que los CSC solo podrán 
seguir operando con relativa seguridad jurídica 
si se reforma el Código Penal en relación 
al cannabis. Esta tarea únicamente puede 
realizarla el Congreso de los Diputados y, para 
ello, es necesario aglutinar una mayoría política 
suficiente.	 La	 vía	 política	 parece	 ser	 ahora	 el	
único camino certero por el que continuar. 

7.  CANNABIS MEDICINAL – UNA LLEGADA 
TARDÍA QUE MARCA SU TERRITORIO
Tal	y	como	se	explicó	más	arriba,	 los	debates	
en torno a la regulación del cannabis para uso 
recreativo (por la vía de los CSC) precedieron 
a cualquier debate sobre cannabis medicinal, 

si bien siempre se contemplaba que los 
usuarios terapéuticos pudieran utilizar la 
opción del club para proveerse de cannabis. 
Con el paso de los años, en España fueron 
surgiendo diversos movimientos centrados 
exclusivamente en el cannabis medicinal y en 
los usuarios terapéuticos. Varios grupos han 
tenido un papel clave en este proceso, en 
particular el Observatorio Español de Cannabis 
Medicinal (OECM)77 y las asociaciones de base 
como la Unión de Pacientes por la Regulación 
del Cannabis (UPRC), una asociación surgida 
del congreso sobre cannabis medicinal 
Cannabmed,78 y auspiciada por la Fundación 
ICEERS.79 

En España, el uso del cannabis está 
ampliamente normalizado y es más tolerado 
a nivel social que en otros muchos países que 
han implementado sus propios programas de 
cannabis medicinal – como Canadá y Estados 
Unidos –. Sin embargo, hasta el momento 
no ha habido en España un solo programa 
gubernamental de cannabis medicinal, ni tan 
siquiera una propuesta política clara sobre 
sus usos médicos. La legislación española que 
regula	el	cannabis	(Ley	17/1967)	establece	que	
‘los	usos	terapéuticos,	científicos	y	educativos	
autorizados son de conformidad’ con sus 
disposiciones. En este sentido, no parece ser 
necesario por tanto un cambio legislativo, sino 
mayor presión social y determinación política.

El OECM ha realizado un concienzudo trabajo 
con representantes políticos y ha promovido 
la introducción de proposiciones de ley en el 
Congreso de los Diputados y en los parlamentos 
autonómicos.	En	febrero	de	2017	el	Observatorio	
se unió al grupo parlamentario de Ciudadanos 
en la presentación de una Proposición no de 
Ley (PNL) para instar al gobierno a realizar 
las	 modificaciones	 legislativas	 necesarias	 en	
aras de “regular y facilitar el acceso a los 
tratamientos terapéuticos con cannabis y 
derivados de éste bajo estricta indicación y 
supervisión médica”, incluyendo la regulación 
del cultivo, de los puntos de venta, y un 
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sistema “de evaluación de los impactos en 
la salud pública, en especial, de la calidad 
de vida de los pacientes tratados con estos 
tratamientos”.80 81 

Sin embargo, el resultado de esta iniciativa fue 
más modesto, y el acuerdo resultante fue el de 
crear una subcomisión dentro de la Comisión de 
Sanidad del Congreso para discutir la regulación 
del cannabis medicinal.82 Fue aprobado con los 
votos a favor de PP, PSOE, Unidos-Podemos 
y Ciudadanos.83 En principio, parecía una 
buena noticia que los principales partidos 
con representación parlamentaria hubiesen 
llegado a un acuerdo en lo relativo al cannabis 
medicinal. Sin embargo, un año más tarde la 
subcomisión todavía no había comenzado su 
trabajo. Algunas voces críticas comenzaron a 
aparecer – por ejemplo, la diputada de Unidos-
Podemos Mae de la Concha, criticó el retraso 
en la organización de la subcomisión, llegando 
a	 afirmar	 que	 una	 PNL	 “es	 un	 brindis	 al	 sol”	
y que las subcomisiones se crean en realidad 
“para intentar no hablar de ciertos temas”.84 
Otras voces han cuestionado la inutilidad de 
abrir un debate sobre cannabis medicinal en 
la Comisión de Salud, ya que parecería más 
adecuado unir fuerzas para iniciar un debate 
general sobre la regulación del cannabis en la 
Comisión Mixta para el Estudio del Problema de 
las Drogas. De nuevo, la falta de coordinación 
entre los grupos activistas y una cierta urgencia 
por parte de determinados políticos para 
asumir el protagonismo parecen haber tenido 
cierto peso en cómo los acontecimientos se 
han ido desarrollando. 

A pesar de la oposición del gobierno de 
Mariano Rajoy y del PP a la regulación del 
cannabis medicinal, es importante señalar que 
en	2017	la	Agencia	Española	de	Medicamentos	
y Productos Sanitarios (AEMPS) concedió 
una licencia a una farmacéutica española 
para exportar cannabis medicinal, pese a su 
ilegalidad en este territorio.85 Los partidarios 
del cannabis medicinal tomaron buena nota de 
esta incoherencia, sino ironía.

Progresos en el cannabis medicinal en Cataluña

El trabajo político de la UPRC se ha focalizado 
en el contexto catalán y, en su mayor parte 
ha tenido lugar mediante la interacción con 
autoridades locales y autonómicas. Estas 
iniciativas no han caído en saco roto, pues el 
trabajo sobre cannabis terapéutico en Cataluña 
comenzó hace casi dos décadas cuando, en el 
año 2000, la asociación catalana de mujeres 
afectadas por cáncer de mama (Grup Àgata) 
impulsaron un debate sobre esta cuestión 
y un año más tarde el Parlament aprobó una 
proposición	 no	 de	 ley,	 firmada	 por	 todos	 los	
grupos parlamentarios, que instaba al gobierno 
central en Madrid a “hacer las gestiones 
necesarias ante diversas administraciones para 
que se autorice el uso terapéutico del cannabis” 
(cosa que nunca ocurrió).86 En este contexto, en 
marzo de 2001 el Departament de Salut publicó 
un boletín llamado Uso terapéutico del cannabis 
y sus derivados, redactado por el Institut Català 
de Farmacologia87. 

A pesar de estar obsoleto en base a la 
evidencia	científica	actual,	es	un	 testimonio	
valioso de la “prehistoria” de este debate en 
Cataluña, que continuó en los años posteriores 
con la iniciativa de lanzar un programa piloto 
para la dispensación de cannabis (que sería 
importado de Países Bajos) en farmacias 
catalanas, propuesto por Rafael Manzanera, 
el entonces Director General de Recursos 
Sanitarios del Departament de Salut. En 
aquel momento se ofreció formar parte del 
programa a 600 farmacias que participaban 
en los planes de dispensación de metadona.88 
El	programa	sufrió	numerosas	modificaciones	
y retrasos, debido a obstáculos burocráticos 
y a la necesidad de autorización por parte 
de la AEMPS. En 2005, la Consellera de Salut 
catalana, Marina Geli, presentó un nuevo 
programa piloto, esta vez concebido sin la 
intención de incluir la hierba de cannabis sino 
un derivado industrial, Sativex, medicamento 
que	 fue	 finalmente	 autorizado	 por	 la	AEMPS	
en 2010 para la espasticidad asociada a la 
esclerosis múltiple.
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En este momento, las iniciativas sobre cannabis 
medicinal en el contexto catalán convergieron 
con el debate (diferente, pero muy relacionado) 
de la regulación de las asociaciones de 
personas usuarias de cannabis. Cuando el 
Departament de Salut comenzó a debatir sobre 
esta cuestión en 2012, su número superaba 
las 450 en Cataluña. Según los datos de las 
federaciones de CSC, aproximadamente un 6% 
de sus miembros son “usuarios terapéuticos”. 
Considerando que estas entidades tienen entre 
500 y 2.000 miembros asociados, se puede 
inferir que un número considerable de ellos 
utilizan el cannabis por motivos terapéuticos, 
cifra	 a	 la	 que	 ha	 de	 sumarse	 el	 significativo	
número de usuarios terapéuticos que practican 
el autocultivo.89 

Con	un	movimiento	floreciente	de	la	sociedad	
civil en Cataluña, el futuro del cannabis 
medicinal en esta región es prometedor. A 
nivel nacional, el repunte de interés por parte 
de partidos como Ciudadanos es otro dato 
positivo y un signo de que el cannabis medicinal 
se está convirtiendo en un asunto por derecho 
propio, separado del debate de los CSC. Como 
siempre, existen obstáculos legales y políticos 
que afrontar, y el tiempo dirá si España camina 
en la dirección de otros países occidentales 
y acepta el cannabis medicinal, o adopta su 
propio camino hacia la regulación integral.

8. EL ENFOQUE SUBNACIONAL ESPAÑOL 
Y LA COMUNIDAD INTERNACIONAL – 
PARALELISMOS E INFLUENCIAS

Tal	 y	 como	 ya	 se	 indicó,	 el	 enfoque	 español	
en materia de políticas de drogas no es 
muy conocido fuera del país. Sin embargo, 
es interesante analizar cómo España ha 
reaccionado a las reformas de otros países y 
cómo otros países ven a España. 

Aunque las organizaciones españolas de la 
sociedad civil y los centros de investigación 
en el campo de las políticas de drogas siguen 
de cerca la evolución de los procesos de 

legalización	del	cannabis	para	fines	recreativos	
a niveles nacionales (en Uruguay y Canadá) y 
subnacionales (diversos estados en los Estados 
Unidos), el gobierno del PP no mostró ninguna 
intención de explorar caminos similares90 91 y 
el nuevo gobierno de Pedro Sánchez no se ha 
pronunciado todavía al respecto. 

La posición política de España durante el mandato 
de Rajoy en Moncloa y del Dr. Babín al frente 
del PNSD fue la de que, a nivel nacional, ni la 
producción ni la distribución de cannabis serían 
legalizadas sino que más bien, según la política 
que llevaron a cabo en materia de drogas, 
continuaron siendo consideradas un delito 
penal (o, dependiendo del caso, una infracción 
administrativa) y, por tanto, perseguidas. Sin 
embargo, el pasado gobierno mostró respeto 
a que otros países mantuvieran posiciones 
diferentes, pese a que nunca consideró salirse 
de	los	límites	fijados	por	las	convenciones.92 

España no dio su apoyo a la política uruguaya 
de regulación de los mercados de cannabis, 
a pesar de que esta incluye la vía de los CSC, 
un modelo importado desde España por parte 
de los activistas cannábicos.93 Tampoco	 nunca	
expresó opinión alguna respecto a los procesos 
subnacionales de regulación dentro de Estados 
Unidos, a pesar de que una situación análoga 
tenía lugar en España y muy probablemente se 
mantendrá en esta legislatura, en la medida en 
que las demandas y las iniciativas para regular los 
CSC siguen avanzando en los ámbitos regionales y 
locales, con diferentes niveles de apoyo político 
y a pesar de las acciones de los tribunales. 94

La reticencia española a criticar a los Estados 
Unidos por su política doméstica en materia 
de cannabis pudo tener algo que ver con el 
antiguo dicho de que “el que tiene el tejado 
de vidrio, que no tire piedras al de su vecino.” 
Es probable que las autoridades vean cantidad 
de paralelismos entre la situación española y la 
estadounidense. En los Estados Unidos, treinta 
estados han legalizado el cannabis para uso 
medicinal, y nueve estados y la capital del país 
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– Washington D.C. - han legalizado el cannabis 
para	 el	 uso	 recreativo	 de	 adultos.	 Todo	 ello	
ha sucedido a pesar de la existencia de una 
prohibición federal contra el cannabis. Del 
mismo modo, comunidades autónomas como el 
País Vasco y Cataluña han tolerado los clubes 
de cannabis, incluso llegando a votar iniciativas 
para regularlos, a pesar de ser ilegales en virtud 
de la legislación nacional.

Existen dos diferencias clave entre la 
experiencia estadounidense y la española. 
En primer lugar, los estados de Estados 
Unidos empezaron a legalizar el cannabis 
con	 fines	 medicinales	 a	 finales	 de	 la	 década	
de 1990, de manera que sentaron las bases 
para su legalización integral. Ningún estado 
ha legalizado el uso recreativo para adultos 
sin haber legalizado previamente el cannabis 
medicinal. Esto ha hecho que el paso a la 
legalización completa fuese un proceso 
más	 fluido,	 en	 la	 medida	 en	 que	 ya	 existían	
infraestructuras y la ciudadanía estaba 
habituada a los dispensarios de cannabis y a 
sus productos. En España, el debate sobre el 
cannabis recreativo ha llegado antes que el 
cannabis medicinal, así como la regulación 
de los CSC se ha estudiado previamente a 
la regulación medicinal. En segundo lugar, 
mientras que el planteamiento subnacional 
sobre drogas en España puede ser visto como 
parte de un desafío explícito y más amplio 
de algunas comunidades al gobierno central 
de Madrid y de un deseo de mayor poder e 
incluso de independencia, los estados que han 
legalizado el cannabis en Estados Unidos no lo 
hacen en un contexto de tensiones históricas 
entre los estados y el gobierno federal, o por 
un deseo de mayor autonomía.

A pesar de estas diferencias, el modelo español 
de los clubes de cannabis ha sido estudiado en 
los Estados Unidos. Después de que Washington 
D.C. legalizase el cannabis, el Congreso impidió 
la venta de cannabis en la capital del país. 
Los defensores presionaron para abrir clubes 
cannábicos que, técnicamente, no venderían 

cannabis, señalando el éxito del modelo en 
algunas partes de España. Como declaró el 
partidario local Malik Burnett al Washington 
Post: “Si miras a España, es como funciona. 
España tiene esos clubes sociales que son 
entidades sin ánimo de lucro por completo. 
Son privadas, pagas una cuota de socio y el 
club planta, cosecha y te permiten consumir 
cannabis de manera gratuita como miembro 
del club social. Existe un programa completo 
para ello que es, con certeza, una posibilidad 
real para el Distrito.”95 La idea fue bloqueada, 
en última instancia, por el gobierno local.96 En 
2018,	Denver	tiene	previsto	abrir	sus	primeros	
clubes de cannabis, tras una iniciativa que fue 
aprobada por votación en 2016.97 

Análogamente, el debate sobre la legalización 
del cannabis en los Estados Unidos ha estado 
centrado en ocasiones en una crítica a la 
naturaleza abiertamente comercial del 
modelo de legalización, conduciendo a 
algunos académicos a señalar a los clubes 
cannábicos españoles como alternativas 
a una comercialización a gran escala. Por 
ejemplo, Beau Kilmer, de RAND, ha escrito 
sobre modelos alternativos de legalización y 
dice “en los Estados Unidos buena parte de 
la discusión se centra en una falsa dicotomía. 
Habitualmente,	 los	 debates	 orbitan	 en	
torno a prohibir el cannabis o establecer un 
modelo	 de	 beneficio	 comercial.	 Pero	 existe	
un número de soluciones intermedias como 
la producción local que se permite en el 
Distrito de Columbia o los clubes sociales de 
cannabis que vemos en España y Uruguay.”98 
Es importante también señalar que los 
modelos de clubes son una parte fundamental 
de la regulación uruguaya del cannabis, y 
existen “clubes cannábicos informales” en 
otros países latinoamericanos.99 Además, 
cabe destacar que en la práctica existe una 
división en España entre los clubes sin ánimo 
de lucro y aquellos con una vocación más 
comercial. La falta de regulación en España ha 
llevado con frecuencia a que algunos clubes 
de cannabis hayan sido tan comerciales como 
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los coffee shops holandeses. Esto contrasta 
con el modelo uruguayo de CSC, que es 
completamente no lucrativo.

9. RELACIONES ENTRE ESPAÑA 
Y LA JUNTA INTERNACIONAL DE 
FISCALIZACIÓN DE ESTUPEFACIENTES

En tanto entidad que interpreta los tratados 
internacionales de control de drogas y evalúa 
su cumplimiento por parte de los países, 
la Junta Internacional de Fiscalización de 
Estupefacientes (en adelante JIFE o Junta) ha 
tenido frecuentes ocasiones de mencionar a 
España. Los comentarios hechos por la Junta 
reflejan	 los	 cambios	en	 la	economía	política	
de las drogas tanto a nivel global como en 
el	 contexto	 español.	 En	 la	 década	 de	 1980,	
cuando el rol central de la JIFE se limitaba 
a regular el comercio legal de sustancias 
controladas, las menciones a España se 
referían a su papel como productor legítimo 
de	 opiáceos.	 A	 finales	 de	 dicha	 década,	
surgieron preocupaciones mayores acerca 
del	 aumento	 del	 tráfico	 de	 drogas	 a	 través	
de territorio español, así como acerca de la 
expansión	del	uso	de	heroína	y	del	VIH	entre	
la población española.

En la medida en que los planteamientos de 
la política española sobre drogas cambiaron, 
especialmente en los años 90, los apuntes de la 
Junta – coincidiendo con la adopción, por parte 
del	 organismo,	 de	 un	 perfil	 más	 político	 –	 se	
refirieron	no	solo	al	volumen	del	transporte	de	
drogas ilícitas a través del país, sino también a las 
características de los programas e intervenciones 
que se aplicaban, en especial de los programas 
de reducción de daños y de una cierta tendencia 
liberal en lo relativo al cannabis. Esto condujo 
a una mezcla de consideraciones positivas y 
negativas sobre España. En general, la Junta 
ha alabado a España cuando se tomaban las 
decisiones en sentidos más represivos, mientras 
que cuestionaba algunas intervenciones de salud 
pública cuando estas no tenían por objetivo 
último la abstinencia. 100

En 2001, en el contexto de la preocupación general 
de la JIFE acerca de las tendencias liberales 
con respecto al cultivo de cannabis en algunos 
países, la Junta subrayó que la política española 
era una excepción al consenso “entre gobiernos 
en	 lo	 que	 refiere	 a	 someter	 al	 cannabis	 a	 un	
control riguroso”.101 La razón era que la posesión, 
adquisición o transporte de cannabis para uso 
personal no se consideraba un delito penal, sino 
“solamente” una infracción administrativa. Esto 
fue causa de preocupación para la Junta, al igual 
que situaciones similares como la de los coffee 
shops en Países Bajos.102 A este respecto, en 2004 
la JIFE expresó su preocupación acerca de que, 
en España, la perspectiva liberal en referencia al 
uso personal se estaba ampliando a lo que (en su 
opinión) era promoción y publicidad del consumo 
de drogas. Más concretamente, la Junta parecía 
alarmada	 por	 la	 opinión	 del	 fiscal	 del	 Tribunal	
Supremo quien, en 2003, había concluido que 
la venta de semillas de cannabis y de accesorios 
para su cultivo en las llamadas grow-shops, 
así como la publicidad de dichas actividades y 
la difusión de información acerca del cultivo 
en revistas especializadas, no constituían un 
delito en consonancia con la legislación penal 
española del momento.103 Desde el punto de 
vista de la Junta, la promoción del uso y cultivo 
de drogas no eran cuestiones de ámbito privado, 
por lo que las excepciones para uso personal 
contenidas en los tratados no eran válidas en 
estos casos (concretamente, el Artículo 3.2 de la 
Convención	de	1988,	que	se	refiere	a	los	principios	
constitucionales y a los conceptos fundamentales 
de cada ordenamiento jurídico)104. 

Otro punto de fricción importante entre España 
y la Junta atañía a las medidas de reducción de 
daños y, en particular, a las salas de consumo 
supervisado (SCS). A pesar de que nacieron en 
las comunidades autónomas, las autoridades 
españolas	 en	materia	 de	 drogas	 las	 defienden	
porque consideran que fueron efectivas en la 
contención	 de	 la	 epidemia	 de	 heroína	 y	 VIH	
durante	los	años	80,	y	que	todavía	son	efectivas	
para prevenir la propagación de enfermedades. 
Las autoridades nacionales insisten en enfatizar 
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que no se suministran drogas ilegales en estas 
salas, solamente los instrumentos necesarios 
para que su consumo sea higiénico y lo menos 
riesgoso posible para los individuos.

Las autoridades españolas han señalado que la 
JIFE no solo está en desacuerdo con España, 
sino con todo este tipo de intervenciones en 
cualquier país. La JIFE está convencida de que 
el consumo de sustancias ilícitas es semejante 
a la promoción de dichas sustancias. Pero la 
posición española ha venido rechazando esta 
interpretación de manera enfática: mientras 
que el consumo no pueda ser erradicado, 
estos espacios reducen los daños y promueven 
la seguridad.105 La línea argumental que las 
autoridades españolas han mantenido para 
persuadir a la JIFE de la conveniencia y 
efectividad de las SCS es que tienen un espacio 
en las convenciones, basado en la certeza de 
que aspirar a un mundo libre de drogas es una 
aspiración que no siempre puede perseguirse.

La	postura	oficial	defendida	por	las	autoridades	
españolas	es	que	no	es	necesario	modificar	las	
convenciones, a pesar de que algunos altos 
funcionarios	en	la	materia	clarifican	que,	quizá,	
lo	 que	 debería	 modificarse	 es	 la	 lectura	 que	
algunos países han hecho de las convenciones, 
ya que la Junta ha hecho especial hincapié en su 
dimensión represiva y no tanto en su dimensión 
socio-sanitaria, que ha tenido primacía para 
la política española. La JIFE ha adaptado 
recientemente su opinión sobre las SCS y está 
aceptándolas bajo ciertas condiciones.106

La defensa de las SCS por parte de las autoridades 
españolas contrasta con su posición sobre 
los clubes de cannabis ante la JIFE. La Junta 
“percibe con preocupación la proliferación 
constante de ‘clubes de consumo de cannabis’ en 
numerosas comunidades autónomas en España”, 
y no considera que esta innovación de base vaya 
a traer ningún impacto positivo, como pudieran 
ser la separación de los usuarios de cannabis del 
mercado ilegal, el potencial de los  CSC como 
agentes para la reducción de daños y riesgos, su 

carácter no lucrativo y comunitario, su enfoque 
orientado hacia la salud, o su apertura al diálogo 
con las autoridades (muchos de ellos están 
organizados en Federaciones). 

La JIFE también considera que los CSC no 
están en conformidad con los tratados 
internacionales sobre drogas (en especial, no 
son consistentes con el Artículo 4, parágrafo 
(c), de la Convención de 1961) y, aun cuando se 
hayan establecido “usando el marco legislativo 
ofrecido por el Artículo 22 de la Constitución 
Española y la Ley Orgánica 1/2002, de 22 de 
marzo de 2002, que aborda la libertad de 
asociación,	las	asociaciones	que	persiguen	fines	
o	utilizan	métodos	tipificados	como	delitos	son	
ilegales”	(pár.	187).	La	JIFE	tiene	una	opinión	
similar sobre la legalización en Estados Unidos 
y en Uruguay.

La posición de la Junta parece ahondar en la 
tensión que existe entre el gobierno central y 
las comunidades autónomas sobre este ámbito. 
Sus	 miembros	 afirman	 estar	 	 implicados	 en	
un diálogo permanente con las autoridades 
españolas en la materia (sin embargo, los 
puntos de referencia de la Junta son los 
gobiernos centrales, por lo que solamente 
deliberan con las autoridades del gobierno en 
Madrid y del PNSD) y haber tomado nota de 
las diversas medidas que adoptó el gobierno 
del PP para detener la expansión de estos 
clubes “en ciertas comunidades autónomas, 
incluyendo la negativa a autorizar su registro 
en el Registro Nacional de Asociaciones 
y la remisión de dichas demandas a las 
autoridades	fiscales”	y	“la	remisión	al	Tribunal	
Constitucional en lo tocante a decisiones sobre 
la constitucionalidad de las leyes aprobadas 
por las comunidades autónomas que llevaron 
al desarrollo de dichas estructuras”.107 El 
gobierno central español en ese momento tuvo 
éxito a la hora de convencer a la Junta de sus 
esfuerzos	y	esto	 se	 refleja	en	el	 informe	–	 lo	
que puede ser visto como una maniobra por 
la que el gobierno central habría utilizado a 
la JIFE para dar apoyo a su posición frente a 
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las comunidades autónomas-. Sin embargo, la 
existencia en España de aproximadamente un 
millar	de	CSC	despoja	a	estas	afirmaciones	de	
significado	y	las	convierte	en	un	mero	rechazo	
a la existencia de este fenómeno.

10. CONCLUSIONES

España representa un caso de estudio importante 
para la reforma de las políticas de drogas. 
Gran parte de sus comunidades autónomas 
han combinado planteamientos innovadores 
en políticas de drogas – salas de consumo 
supervisado y análisis de sustancias – con un 
rechazo absoluto a políticas prohibicionistas – 
especialmente en lo que respecta al cannabis. 
Muchas de estas innovaciones han involucrado a 
organizaciones reformistas de la sociedad civil, 
que han desempeñado un papel fundamental 
en la evolución de estas reformas y en su 
implantación. El rol ostentado por las autoridades 
judiciales también ha de ser destacado, sobre 
todo en la medida en que han sido éstas las que, 
con frecuencia, han dejado espacio para que 
operasen las políticas innovadoras en ausencia 
de reformas políticas por parte de los gobiernos. 
Pese a ello, el hecho de que este enfoque sea 
casi por completo el resultado de reformas 
realizadas por las comunidades autónomas (a 
nivel subnacional), en ocasiones en contra de 
los deseos del gobierno central, conlleva que no 
sea un enfoque muy conocido fuera de España, 
ni un modelo que se pueda relacionar con el 
país en su totalidad. Además, la combinación 
de autoridades locales y autonómicas, sociedad 
civil y decisiones judiciales que ha dado forma 
a estas innovaciones políticas en materia de 
drogas hace que este proceso de reforma 
sea con frecuencia caótico y difícil de seguir 
desde el exterior. Es también cierto que la 
descriminalización del uso y la tenencia de 
drogas en España son especialmente represivas 
por las sanciones administrativas que se 
aplican.	Todo	ello	hace	que	sea	difícil	celebrar	
este modelo de la misma manera en que los 
reformistas celebran el caso portugués, pero 
esto	 no	 significa	 que	 algunas	 piezas	 de	 este	

paradigma no puedan ser útiles y reproducidas 
en otros contextos. En particular, los partidarios 
de la reforma en los países que tienen entidades 
subnacionales con competencias amplias y un 
gobierno central intransigente pueden encontrar 
en la perspectiva subnacional española una 
hoja de ruta. Sea cual fuere la realidad, ya 
puede percibirse cómo lo que ha sucedido en 
algunas partes de España – especialmente en lo 
que	se	refiere	al	cannabis	–	está	influyendo	en	
las discusiones globales en materia de políticas 
de drogas.

A medida que los fracasos de la llamada ‘guerra 
contra las drogas’ y del enfoque prohibicionista 
punitivo se hacen más y más evidentes, la 
reforma de las políticas de drogas parece 
destinada a avanzar a nivel global y necesita 
el estudio de modelos alternativos. Los cambios 
políticos en España – tanto a nivel nacional 
como en las comunidades autónomas – indican 
que más reformas se vislumbran en el horizonte. 
Algunos actores españoles han demostrado su 
voluntad de poner a prueba los límites de lo 
posible	en	lo	que	se	refiere	a	la	reforma	de	las	
políticas de drogas. Puede que España no sea 
el primer país al que los  reformistas dirijan su 
mirada, pero lo que ha sucedido aquí durante 
los últimos cuarenta años merece si duda más 
atención por parte de quienes trabajan en la 
reforma de políticas de drogas de la que ha 
recibido hasta el momento. 
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porque consolidaba la doctrina establecida por el 
Tribunal	Supremo	en	relación	a	la	criminalidad	de	las	
asociaciones de usuarios de cannabis; y en segundo 
lugar, también esperaban “un pronunciamiento 
de fondo sobre el modelo asociativo cannábico y 
de su encaje desde una perspectiva de derechos 
fundamentales como modelo alternativo al 
prohibicionismo”. Véase Caso Pannagh: Comunicado 
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EL OBSERVATORIO GLOBAL SOBRE POLÍTICAS DE DROGAS (GDPO), con sede en la Universidad 
de Swansea, Reino Unido, tiene como objetivo promover políticas de drogas basadas en 
pruebas empíricas y en los derechos humanos, mediante la elaboración de informes, el 
seguimiento y el análisis exhaustivo y riguroso de la evolución de las políticas en los ámbitos 
nacional e internacional. (www.swansea.ac.uk/gdpo)

Global Drug Policy Observatory
Research	Institute	for	Arts	and	Humanities

Room 201 James Callaghan Building

Swansea University

Singleton	Park,	Swansea	SA2	8PP

Tel:	+44	(0)1792	604293

www.swansea.ac.uk/gdpo
@gdpo_swan

supported by

Sobre ICEERS: 
La	Fundación	ICEERS	(International	Centre	for	Ethnobotanical	Education,	Research	&	Service)	
es una organización no gubernamental y sin ánimo de lucro que cuenta con el estatuto 
consultivo de ECOSOC. ICEERS trabaja por la armonización e implementación de unas 
políticas públicas basadas en los derechos humanos, la evidencia y la participación de las 
comunidades, con especial atención a los desafíos derivados de la globalización del uso de 
las plantas tradicionales, tales como la ayahuasca, la hoja de coca, la iboga o el peyote, y 
también	el	cannabis.	Asimismo,	ICEERS	está	dedicada	a	la	obtención	de	evidencia	científica	y	
a	la	educación	sobre	los	efectos,	riesgos	y	potenciales	beneficios	de	las	plantas	psicoactivas	
utilizadas de manera tradicional por los pueblos indígenas, y que ahora se han expandido en 
nuestra sociedad globalizada. 

Fundación ICEERS
C/	Sepúlveda	65,	Oficina	2

08015	Barcelona

Tel:	+34	931	882	099

www.iceers.org 

Twitter:	@NGO_ICEERS

www.swansea.ac.uk/gdpo

